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I N T R O D U C C I O N

La materia de Derecho Fiscal actualmente se imparte en el séptimo semestre de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Baja California, dentro del plan de estudios 99-1 y su contenido abarca nociones básicas de la actividad financiera del Estado, las fuentes del Derecho Fiscal y su diferencia con otras ramas económico financieras, el concepto y ejemplos de obligación tributaria, los sujetos que participan en la materia fiscal y las distintas formas de extinción de la obligación.

A efecto de que el alumno de la materia de Derecho Fiscal pueda entender el contenido de la carta temática, es preciso que conozca los conceptos teóricos de la Teoría General del Estado, Derecho Constitucional y Derecho Administrativo, así como también estar imbuido en los acontecimientos que diariamente se difunden por diversos medios de comunicación en relación a la actividad fiscal en el país.  A su vez, el alumno debe manejar esta materia para estar posibilitado a cursar la subsecuente denominada Derecho Procesal Administrativo en octavo semestre.

Es importante apuntar que en términos generales el conocimiento y manejo de la materia fiscal no se circunscribe a un semestre para que el alumno que egresa de la Licenciatura en Derecho pretenda resolver todas las situaciones que se le presenten en su práctica profesional en cuanto a esta disciplina, sino que solamente, como se señaló anteriormente, le da una base teórica general para continuar con estudios superiores a nivel de posgrado.

El Derecho Fiscal resulta complejo de estudiar.  La legislación fiscal es dinámica y abundante, y al tratarse de una materia concurrente, tenemos sendos  ordenamientos que regulan a los distintos niveles de gobierno. Lo anterior aunado a la dificultad que supone la terminología especializada que contiene, ya que en los textos legales se utilizan términos no solo jurídicos, sino económicos, contables y técnicos.

Sin embargo la complejidad de la materia no es una invitación a dejar de estudiarla, ya que la vida de todo individuo, independiente de  su nacionalidad, género, edad, actividad, ingresos, etc., seguramente los convierte en sujetos con ciertas obligaciones ante el fisco, o en otro caso, constituye un interesante y inexplorado campo del ejercicio profesional del abogado.

El abogado fiscalista tiene dentro de sus tareas prioritarias, mantenerse debidamente actualizado, ya que las disposiciones fiscales fluyen al ritmo de los cambios que se presentan en el devenir de la sociedad y de la economía  globalizada, por lo que se requiere que en este contexto, desarrolle una disciplina de investigación y estudio constante.

C A P I T U LO   I

1.- LA ACTIVIDAD FINANCIERA DEL ESTADO

1.1 Concepto  


Menciona Quintana Valtierra  
 que los orígenes de la actividad financiera del Estado, como ciencia formal, se remonta a la época de la Revolución Francesa.  Sin embargo desde la Edad Media ya se realizaban prácticas recaudatorias provenientes de los particulares, así como la obtención de otros recursos derivados de la explotación de su patrimonio y otros ingresos por concepto de otras fuentes.  No había una imposición sistematizada de ingresos a favor del Estado.  Por tanto, los tributos a cargo de los súbditos no constituían la fuente principal,  sino que eran los bienes propios del Estado los que proporcionaban los medios para hacer factible la realización de sus fines.  Actualmente la situación se presenta a la inversa, es decir, los contribuyentes son mayoritariamente a quienes corresponde cubrir los gastos públicos.


Al correr del tiempo empieza a evolucionar el pensamiento político económico, particularmente en Italia y posteriormente Francia e Inglaterra. La actividad financiera entonces se veía muy influenciada por la política (economía política), hasta que a las finanzas se le dio un enfoque unitario en el que únicamente se le atribuye contenido económico.


La gran influencia que tuvo la actividad financiera del Estado fue la de Adam Smith 
 con su obra  La Riqueza de las Naciones, en donde señala los cuatro principios fundamentales que rigen a la materia impositiva: justicia, certidumbre, comodidad y economía.  Es hasta el siglo XIX en que a la actividad financiera se le comienza a contemplar desde un punto de vista jurídico. Actualmente, diversos doctrinarios han definido el concepto de “actividad financiera del Estado” en los siguientes términos:


Carrasco Iriarte 
  señala que “la actividad financiera del Estado es la que se desarrolla a fin de obtener los ingresos necesarios para la realización de sus fines, así como el control de la percepción del ingreso y de la inversión del gasto”.


Para Valdés Costa 
  “la actividad financiera del Estado es aquella relacionada con la obtención, administración o manejo y empleo de los recursos monetarios indispensables para satisfacer necesidades públicas”.


Por su parte, Sáinz de Bujanda 
  dice que “el Estado, a través del Poder Ejecutivo desarrolla una actividad que se encamina a la realización de los servicios públicos y a la satisfacción de las necesidades generales”.  Por lo anterior, expone este autor, se requiere que el Estado requiera utilizar todos sus recursos, personales, materiales y jurídicos para el cumplimiento de tal fin.


Giannini 
 establece que el Estado cumple la actividad financiera “para administrar el patrimonio, para determinar y recaudar los tributos, para conservar, destinar o invertir las sumas ingresadas”.


Joaquín B. Ortega 
  la define como “la actividad que desarrolla el Estado con el objeto de procurarse los medios necesarios para los gastos públicos destinados a la satisfacción de las necesidades públicas y en general a la realización de sus propios fines”.


De los anteriores conceptos, Sergio Francisco de la Garza 
  establece que la actividad financiera del Estado consta de tres importantes momentos relativos a:

a) Obtención de ingresos, los cuales provienen de fuentes tanto tributarias como no tributarias.

b) Manejo adecuado de los ingresos recaudados,  

c) Erogación de los ingresos captados para cubrir el gasto público en base a las necesidades sociales. 

1.2   Aspectos


La actividad financiera del Estado tiene un enfoque multidisciplinario, ésto significa que puede estudiarse desde varios puntos de vista formales:


Aspecto económico.-  En base a que la actividad financiera del Estado deriva de la palabra ‘finanzas’, y ésta se utiliza como “sinónimo de hacienda, caudal, dinero o banca” y según Zorrilla Arena 
, indudablemente pertenece a la materia económica.  Algunas teorías sustentan que dentro del ciclo económico referido a producción-distribución-consumo, se da origen a la actividad financiera del Estado.


Aspecto político.- En ejercicio de la actividad financiera del Estado, la política constituye un aspecto importante para la Administración Pública, la cual se manifiesta en las distintas actividades y funciones que desempeña el Estado para la realización de sus fines y la prestación de los servicios públicos.


En efecto, la política financiera del país se encarga de formular los objetivos, estableciendo los instrumentos del control de los ingresos, su administración y su erogación.


Aspecto jurídico.- Hay que recordar que la actividad del Estado, en cualquier forma que se manifieste, debe estar supeditada a la regulación que emiten los órganos legislativos, lo cual constituye el derecho positivo.


Para que la actividad del Estado y sus relaciones con los particulares se desarrollen, es indispensable la existencia de una norma jurídica que sea el soporte que les de legitimidad, ya que la observancia al estado de derecho es importante para que los actos surtan sus efectos plenamente.  Así tenemos que tanto el establecimiento de ingresos, su recaudación, su manejo y su erogación, se encuentran regulados por disposiciones legales que constituyen el marco que validan la actividad financiera del Estado.


Aspecto sociológico.-  La actividad financiera del Estado manifestada en su etapa de recaudación, administración y aplicación de los ingresos produce un impacto considerable en los grupos sociales tales como familias, empresas, productores, etc.  A su vez, esos mismos grupos sociales impactan al Estado y en ocasiones les establecen las pautas para la realización de su actividad financiera.

1.3 El Derecho Fiscal 

Concepto:


A continuación se mencionarán diversas definiciones de Derecho Fiscal:


De Pina 
 define al Derecho Fiscal “como el conjunto de las disposiciones legales referentes a los gravámenes o impuestos establecidos por el Estado, entidades federativas o municipios, con el objeto de recaudar los ingresos necesarios para la atención de los servicios públicos”.


Bielsa 
 “Es el conjunto de disposiciones legales y de principios de derecho público que regula la actividad jurídica del fisco”.


Fernández Martínez 
  “Es el conjunto de normas y principios de derecho que regulan la actividad jurídica del fisco y su relación con los particulares”.


Rodríguez Lobato 
 “Es el sistema de normas jurídicas que, de acuerdo con determinados principios comunes a todas ellas, regula el establecimiento, recaudación y control de los ingresos de derecho público del Estado, derivados del ejercicio de su potestad tributaria, así como las relaciones entre el propio Estado y los particulares considerados en su calidad de contribuyentes”.


Carrasco Iriarte 
 “Derecho Fiscal formal es el conjunto de normas jurídicas que se refieren a los procedimientos y las formalidades aplicables para hacer efectiva la obligación fiscal principal”.


Mabarak 
 “Es la rama del derecho financiero que tiene por objeto regular las relaciones jurídicas que se dan entre el Estado, en su carácter de autoridad fiscal, y los gobernados, ya sea que éstos asuman el papel de contribuyentes, responsables solidarios o terceros, y cuyo objetivo fundamental es el de la recaudación de los tributos”.


Garner 
 “El Derecho Fiscal se refiere al aspecto jurídico de los gravámenes”


Relación del Derecho Fiscal con otras disciplinas.


En realidad puede señalarse que todas las áreas del Derecho se interrelacionan entre sí, es decir, que las normas jurídicas de una disciplina tienen estrecha relación con otros campos jurídicos.


De tal suerte que el Derecho Fiscal se relaciona con otras ramas del derecho, adoptando principios, conceptos e instituciones jurídicas, mismas que a continuación se señalan:


Derecho Constitucional.-  En las normas constitucionales se encuentran establecidos los preceptos que regulan la potestad tributaria del Estado, así como la obligación de los particulares a cubrir el gasto público.  


Particularmente son de mención especial los artículos 31, fracción IV  y 73 fracción VII de la Carta Magna, sobre los cuales se abundará más adelante, y los relativos a las garantías individuales que constituyen limitaciones al poder tributario para dejar a salvo los derechos que le corresponden a los gobernados.


En forma general, dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se encuentra el soporte jurídico de la normatividad fiscal federal, y en las constituciones locales se sustentan los principios legales de dicha disciplina tributaria aplicable dentro de sus respectivas circunscripciones.


Derecho Civil.- Esta disciplina es la que más ha contribuido al resto de las otras disciplinas jurídicas.  Por lo que se refiere al Derecho Fiscal, se han adoptado numerosos conceptos, entre ellos el de obligación, responsabilidad, domicilio, residencia, prescripción, caducidad, nulidad, pago, compensación, entre muchos ejemplos que pueden citarse.  Dichos conceptos tienen la misma connotación en la materia fiscal a aquella que corresponde a la materia civil.


Derecho Mercantil.- De esta rama el Derecho Fiscal ha tomado conceptos como el de sociedad mercantil, empresa, comercio, título de crédito, etc.


Derecho Procesal.-  Dentro del Derecho Fiscal adjetivo se encuentran conceptos, principios e instituciones que rigen a los procedimientos de impugnación cuando se pretende el control de la legalidad de los actos de las autoridades fiscales.  Por ejemplo, en el juicio de nulidad o en el amparo en materia fiscal, se presentan las etapas básicas de los procesos judiciales



Derecho Penal.- En los casos en que los contribuyentes realizan conductas ilícitas que lesionan el interés fiscal de cualquiera de los niveles de gobierno, se aplican los principios básicos del Derecho Penal para tipificar las infracciones, así como para sancionar su comisión u omisión, según sea el caso. 


Los códigos fiscales correspondientes de la Federación o gobiernos locales, dentro de su cuerpo normativo, describen las conductas que son constitutivas de delitos  en el campo de la materia fiscal, siendo los más recurrentes el contrabando, la evasión fiscal, entre otros. Sin embargo,  se aplican los conceptos del Derecho Penal por lo que se refiere a bien tutelado, probable responsabilidad, prescripción, etc. En una subclasificación del Derecho Fiscal, se encuentra el Derecho Penal Fiscal.


Derecho Internacional.- Las actividades que realizan los individuos en la actualidad no se circunscriben a las fronteras de su país, sino que en ocasiones dichas actividades trascienden del ámbito doméstico y se manifiestan en otros países con consecuencias jurídicas. En esos casos los países han convenido en celebrar tratados internacionales en donde se aplican los principios básicos, así como las instituciones del Derecho Internacional para resolver los conflictos que se presentan en situaciones de doble o múltiple tributación internacional, por ejemplo.


Derecho Administrativo.- No es posible hablar de Derecho Fiscal sin hacer referencia al Derecho Administrativo.  La relación entre ambas disciplinas jurídicas es muy estrecha, el estudio del Derecho Fiscal no es posible sin entender cuales son las regulaciones que rigen la actuación de las autoridades de la Administración Pública, sus funciones, sus obligaciones, su marco competencial, etc.


Los órganos del Estado dotados de potestad tributaria para exigir el cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de los contribuyentes, se rigen por los lineamientos y principios del Derecho Administrativo.  Los actos de las autoridades fiscales deben cumplir con las características, además de las tributarias en cuanto al fondo, también con las administrativas en cuanto a la forma.


Derecho Financiero.-  Diversos autores encuadran al Derecho Fiscal dentro del Derecho Financiero.  Si la actividad financiera del Estado tiene tres etapas que son la recaudación, administración y aplicación de los recursos, el Derecho Fiscal establece las normas jurídicas que regulan la primera etapa de esa actividad, o sea, la relativa a la recaudación.

Diferencia entre Derecho Fiscal, Derecho Financiero y Derecho Tributario . 


A fin de señalar las diferencias o relación que guardan los contenidos de la materia fiscal, financiera y tributaria, respectivamente,  es necesario conocer los conceptos que sobre Derecho Financiero y Derecho Tributario realizar diversos doctrinarios, tal como en su caso se hizo con el Derecho Fiscal en líneas que anteceden.



Derecho Financiero

De la Garza 
 define a la materia financiera como “la que se refiere a los tres aspectos de la actividad financiera del Estado, esto es, tanto a los ingresos como a la gestión de bienes y recursos y a la erogación de los mismos”.


Zorrilla Arena 
 da una definición de finanzas desde un punto de vista económico, en los siguientes términos: “sinónimo de hacienda, caudal, dinero y banca”.


Carrasco Iriarte 
 define al Derecho Financiero como “una ciencia jurídica, una rama del derecho en general, en particular del derecho administrativo, que estudia ... el conjunto de normas que un Estado establece para la recaudación, gestión y empleo de los medios económicos necesarios para la realización de sus fines ... Indica cómo debe desarrollarse la actividad financiera del Estado.”


Este autor divide al Derecho Financiero en cinco partes: Derecho presupuestal, Derecho patrimonial, Derecho tributario o fiscal, Derecho crediticio y Derecho monetario.


Para Fernández Martínez 
, el Derecho Financiero “es el conjunto de normas que regulan la actividad económica del Estado en sus diferentes aspectos, obtención, gestión y erogación de los medios económicos que el Estado requiere para la satisfacción de sus atribuciones”.


Respecto a esta definición, es de mencionarse que el autor confunde los fines del Estado con las atribuciones que las leyes le confiere a las esferas administrativas para alcanzar dichos objetivos.


El autor en mención también divide al Derecho Financiero en 3 partes:  Derecho presupuestario, Derecho Fiscal y Derecho Tributario.


Giannini  
 conceptúa al Derecho Financiero como “el conjunto de normas que disciplinan la percepción, la gestión y la erogación de los medios económicos necesarios para la vida de los entes públicos”.


Derecho Tributario  


De Pina 
 dice que ‘tributo es sinónimo de contribución”.


El término tributo, según Carrasco Iriarte 
, significa “imposición unilateral y coactiva basada siempre en actos regla, es decir, en leyes generales, impersonales y permanentes”. 


Al efecto, se entiende por “contribución” las prestaciones en dinero o especie que la ley establece a cargo de los particulares para cubrir el gasto público.


Zorrilla Arena 
 define tributación como “el sistema impositivo, sistema fiscal o de recaudación, y opera mediante la fijación, el cobro y la administración de los ingresos que percibe el Estado”.  


Quintana Valtierra 
 lo nombra Derecho Tributario Administrativo señalando al respecto que “es el que regula la actividad administrativa tributaria del Estado”.  Esta definición da a entender que la potestad tributaria del Estado es una derivación de la actividad administrativa que realiza el ente gubernamental.   


Para De la Garza 
 , el Derecho Tributario es “el conjunto de normas jurídicas que se refieren al establecimiento de los tributos (impuestos, derechos, o tasas y contribuciones especiales), a las relaciones jurídicas que se establecen entre la administración y los particulares con motivo de su nacimiento, cumplimiento o incumplimiento, a los procedimientos oficiosos o contenciosos que pueden surgir y a las sanciones establecidas por su violación”.


En opinión de Mabarak 
  el Derecho Fiscal Sustancial equivale al Derecho Tributario y lo define como “el conjunto de normas jurídicas que regulan la percepción de los tributos.  Para esta autora, la percepción de los tributos constituye la parte esencial del Derecho Tributario.  Asimismo, señala como objeto de dicha disciplina “el establecimiento de las formas y procedimientos mediante los cuales se determina, liquida y para la deuda tributaria”. 


A diferencia de De la Garza, Mabarak excluye de su definición de Derecho Tributario a los procedimientos mediante los cuales los particulares impugnan los actos de las autoridades fiscales que les ocasionan agravio, y lo conceptúa dentro del Derecho Fiscal formal o procedimental.


En conclusión, puede decirse que se han vertido múltiples definiciones de derecho financiero, fiscal y tributario; algunos de los elementos contenidos en sus conceptos parecen semejarse, complementarse e incluso oponerse a los otros.  A veces más que aclarar confunden al lector porque no es fácil establecer los límites entre uno y otro.


En nuestro concepto, el derecho financiero constituye el género y los derechos fiscal y tributario, respectivamente, la especie.


Si se toma en consideración que la materia financiera tiene que ver con las contribuciones, el presupuesto, la banca y el crédito, entonces debe entenderse que tiene un contenido principalmente económico.  Por lo que se refiere  las contribuciones per se, éstas se encuentran comprendidas en la materia tributaria.   


Por su parte, el Derecho Fiscal tiene que ver con lo tributario, que es de donde toma su materia, pero abarca campos más amplios que éste último, ya que se refiere no solo a la recaudación de las contribuciones, sino también a los aspectos procedimentales de determinación, liquidación y ejecución.  Lo relativo a la impugnación de las resoluciones que determinan contribuciones pertenece al campo del Derecho Procesal Administrativo.  



1.4 Fuentes del Derecho Fiscal  


Las fuentes del Derecho Fiscal son básicamente aquellas que corresponden al derecho en general, entre las que pueden citarse las siguientes:


1.4.1 Las disposiciones constitucionales y las legales, expedidas por el órgano legislativo, constituyen las normas obligatorias de carácter general, abstracto e impersonal que regula la conducta de los individuos dentro del país, siendo la principal diferencia entre ambas, la jerarquía a la que cada una de ellas pertenece.


Fuente constitucional.- La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dentro del aparato normativo en vigor, es el ordenamiento de más elevada jerarquía y de ella derivan las disposiciones legales y reglamentarias en forma secundaria.  


Dentro de la constitución se encuentran diversos preceptos que dan soporte jurídico a la materia fiscal, mencionando, enunciativa pero no limitativamente, las siguientes:

“Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos: 

..........

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del estado y municipios en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes” 

 “Artículo 73.  El Congreso tiene facultad:

..........

VII. Para imponer las contribuciones necesarias para cubrir el presupuesto”.

..........

XXIX. 

A. Para establecer contribuciones:

1º. Sobre comercio exterior;

2º. Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales comprendidos en los párrafos 4º y 5º  del artículo 27;

3º. Sobre instituciones de crédito y sociedades de seguros; 

4º. Sobre servicios públicos concesionados o explotados directamente por la Federación; y

5º. Especiales sobre:

a) Energía eléctrica;

b) Producción y consumo de tabacos labrados;

c) Gasolina y otros productos derivados del petróleo;

d) Cerillos y fósforos

e) Aguamiel y productos de su fermentación;

f) Explotación forestal; y

g) Producción y consumo de cerveza.

..........

H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso administrativo, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones........... “ 
“Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de Diputados:

..........

IV. Examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación, discutiendo primero las contribuciones que, a su juicio, deben decretarse para cubrirlo, así como revisar la Cuenta Pública del año anterior..........” 

“Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente son las siguientes:

       
  I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia........ “ 

Este precepto será comentado más adelante cuando se haga mención al reglamento como fuente del Derecho Fiscal.

“Artículo 115.  

..........

IV.  Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre propiedad inmobiliaria, .....

b) Las participaciones federales....

c) Los ingresos derivados de la prestación de los servicios públicos a su cargo,,,....... “ 

Fuentes legales.-  Las fuentes legales están constituidas por el conjunto de disposiciones emanadas del Congreso que derivan de preceptos constitucionales y que tienen un rango secundario al del la propia Ley Suprema. Entre ellas están las leyes fiscales que sirven de sustento al Derecho Fiscal, por ejemplo, el Código Fiscal de la Federación, las leyes de ingresos, etc.

1.4.2 El reglamento.

El Ejecutivo Federal, representado por el Presidente de la República tiene lo que se conoce como la facultad reglamentaria, conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo artículo 89, fracción I, reza:


“Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente son las siguientes:

I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia........... “ 


El objeto principal del reglamento es facilitar la aplicación de la ley (proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de la ley.  Entonces resulta que se requiere de la existencia previa de un ordenamiento legal para que el reglamento tenga vida jurídica.  Algunos autores mencionan el caso de los reglamentos autónomos, sin embargo, si bien éstos no derivan de una ley secundaria, sí derivan de la propia Constitución.


El caso del reglamento es sui generis porque  la Constitución, en su artículo 49 establece que dos poderes no pueden recaer en una sola persona, y en el caso de la facultad reglamentaria se estaría en el supuesto de que el Presidente de la República está  “legislando”, ya que mediante el reglamento se emiten normas de carácter general, abstracto e impersonal, características propias de los ordenamientos emitidos por el Congreso de la Unión, bajo el nombre de leyes.

Si se entiende que el límite del reglamento es la propia ley de la cual emana, entonces las disposiciones reglamentarias no pueden ir ni más allá ni en contra de los preceptos legales, en cuyo caso, el Presidente sí estaría en el supuesto de “legislar” por emitir disposiciones sin sustento legal, lo cual sería a todas luces inconstitucional.

Existen diversos reglamentos en materia fiscal, entre ellos el Reglamento de Código Fiscal de la Federación, el Reglamento de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, el Reglamento de la Ley de Impuesto al Valor Agregado, etc.

1.4.3 Jurisprudencia.

La jurisprudencia ha alcanzado un lugar importante como fuente del Derecho Fiscal.

Si se toma en cuenta que el flujo legislativo en esta materia es de índices elevados, particularmente en la llamada “miscelánea fiscal” en la que el Congreso crea, modifica o deroga diversos ordenamientos y disposiciones de las leyes tributarias, resulta como consecuencia que se originen una serie de confusiones en la interpretación de los alcances de aplicación o falta de claridad en los elementos constitutivos de las figuras fiscales, por lo que la Suprema Corte de Justicia tiene facultades para emitir criterios en casos análogos, en un mismo sentido e consecutivamente y hasta en cinco ocasiones.

Si bien el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y Fiscal, en términos del artículo 240 del Código Fiscal de la Federación tiene facultad para crear su propia jurisprudencia, no hay que olvidar que ésta puede ser modificada en una última instancia por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por lo que solo la jurisprudencia de éste último tribunal es la que se aplica “como si fuera una ley”.

Como menciona Margáin Manautou 
, “el estudio de las sentencias o resoluciones que en materia fiscal expiden nuestros tribunales, muchas veces nos explica el porqué de las reformas a las leyes tributarias.  Por eso se considera que en México la jurisprudencia tiene una enorme importancia, porque ha sido la que ha venido evolucionando y caracterizando la ley tributaria”.

1.4.4  Tratados Internacionales.

En virtud del artículo 133, los tratados internacionales forman parte del sistema normativo de nuestro país.

De conformidad a una jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
, los convenios internacionales están, en el orden jerárquico, debajo de la Constitución y encima de las leyes federales y locales.

Actualmente existen en vigor algunos tratados internacionales en materia fiscal, tales como los Tratados de Libre Comercio con Estados Unidos y Canadá, el Tratado de Libre Comercio con la Unión Europea  y los Tratados para Evitar la doble Tributación con Estados Unidos, Francia, Alemania y Japón.

1.4.5 Principios generales de derecho. 

Los principios generales de derecho son axiomas normativos que tienen que ver con el principio de equidad, los cuales se invocan cuando la interpretación de las otras fuentes del Derecho Fiscal no dan luz sobre el asunto de que se trate. 

Mabarak 
 dice que los principios generales del derecho son “los máximos postulados del derecho natural que sólo se pueden aplicar en la relación jurídica tributaria cuando han sido recogidos por el legislador y elevados a la categoría de norma de derecho positivo mexicano”.

De Pina 
 los define como “criterios o ideas fundamentales de un sistema jurídico determinado que se presentan en la forma concreta del aforismo y cuya eficacia como norma supletoria de la ley depende del reconocimiento expreso del legislador”.

A mayor abundamiento, Carrasco Iriarte 
 transcribe una  tesis del entonces Tribunal de la Federación que a la letra dice:

“Tribunal fiscal de la Federación. Normas en que debe apoyar sus fallos
. Está facultado para resolver los casos concretos sometidos a su consideración, no previstos expresamente en la ley, usando de los medios de interpretación que autorizan los mismos ordenamientos legales, y así el artículo 14 constitucional prescribe que, en el caso de la ley sea oscura o dudoso su texto, u omisa, debe echar mano de todos los recursos que el arte de la interpretación le ofrece (interpretación histórica, lógica y sistemática) y si agotados éstos le revela que el caso sometido a su decisión no está previsto, el Tribunal tiene la obligación de colmar la laguna fundando su sentencia en los principios generales de derechos....” Expediente 3496/942, Resolución del Pleno del 23 de junio, 1945, Tesis del Pleno de 1937-1948”.


De Pina 
 hace mención de numerosas máximas de Derecho, entre las que pueden citarse: “no hay tributo sin ley”, “no todo lo que es lícito es honesto”, “primero en tiempo, primero en derecho”, “justicia es dar a cada quien lo que merece”, “es nula la obligación de cosa imposible”, y otras más.

2.- LOS INGRESOS DEL ESTADO.


La actividad primordial del Estado se encamina a la satisfacción del bien colectivo. Con el propósito de lograr sus fines es necesario que se allegue de los recursos necesarios y suficientes para el cumplimiento de sus funciones, entre ellas, la prestación de los servicios públicos


Los ingresos que debe percibir el Estado para llevar a cabo su cometido provienen de fuentes tributarias y no tributarias.


Los ingresos tributarios tienen su origen genéricamente en el Código Fiscal de la Federación, cuyo artículo 2º. establece como contribuciones tributarias a los impuestos, los derechos, las aportaciones de seguridad social y las contribuciones de mejoras.


En forma específica, las contribuciones vigentes para un ejercicio fiscal se encuentran comprendidas en la Ley de Ingresos de la Federación.


Es decir, el Código Fiscal de la Federación define en el género a las contribuciones y la Ley de Ingresos de la Federación las establece en la especie.


El artículo 2º. del Código Fiscal de la Federación, a la letra dice:

“Las contribuciones se clasifican en impuestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos, las que se definen de la siguiente manera:

I.- Impuestos son las contribuciones establecidas en Ley que deben pagar las personas físicas y morales que se encuentren en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las señaladas en las fracciones II, III y IV de este artículo.

II.- Aportaciones de seguridad social son las contribuciones establecidas en Ley a cargo de personas que son sustituidas por el Estado en el cumplimiento de obligaciones fijadas por la Ley en materia de seguridad social o a las personas que se beneficien en forma especial por servicios de seguridad social.

III.- Contribuciones de mejoras son las establecidas en Ley a cargo de las personas físicas y morales que se beneficien de manera directa por obras públicas.

IV.- Derechos son las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados cuando, en este último caso, se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley Federal de Derechos. También son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado......” 


2.1.1 Impuestos.


Como puede verse en el Código Fiscal de la Federación, no se define al impuesto sino que por negación se dice que impuesto es lo que no es derecho, aportación de seguridad social o contribución de mejoras. Esta definición es insuficiente y precaria a todas luces.

Quizá el legislador no quiso ser limitativo dando una definición de impuesto y dar cabida a interpretaciones que tuvieran como resultado que algunas conductas quedaran sin adecuación en este rubro y por lo tanto, no sujetas al pago de contribuciones. Se maneja el criterio que mientras más amplio, menos limitativo.


Margáin Manautou 
 considera que el impuesto es “la principal fuente de ingresos .. y el más estudiado por la doctrina”. 


Zorrilla Arena 
, define al impuesto como “la contribución, cantidad de dinero o especie que el gobierno cobra por ley a los particulares, con el objeto de sostener los gastos gubernamentales y los servicios que presta a la sociedad”. 


Fernández Martínez 
 define a los impuestos como “las cantidades en dinero, en especie o parte de la riqueza que el Estado exige obligatoriamente al contribuyente, con el objeto de costear los gastos públicos”.

 
Respecto a ambas definiciones es importante hacer notar que se requiere de la realización de la conducta de un individuo la cual se adecue a una hipótesis legal para que nazca la obligación de contribuir, tal como se verá en el capítulo de la obligación tributaria.  Es decir, que la obligación no nace per se si no existe el hecho que la genere (hecho generador).


Particularidades de los impuestos.

1º. De conformidad al artículo 5º. del Código Fiscal de la Federación,  los impuestos (y contribuciones en general), se traducen como cargas fiscales siempre que mencionen el sujeto, objeto, base, y tasa o tarifa (elementos constitutivos de la contribución).  O sea que deben las leyes fiscales que regulan los impuestos deben mencionar a quienes obligan, por concepto de que actividad, cual es la base gravable o valor del bien u operación, así como el porcentaje por concepto de tasa o tarifa que se va a aplicar.  Ejemplo: la Ley del Impuesto Sobre la Renta señala como sujeto del gravamen a quien perciba utilidades y establece la tasa a aplicarse al valor de las operaciones que realice en su actividad por la cual percibe dichas utilidades.

Por su parte, tanto Pugliese 
 como Flores Zavala 
, señalan que son elementos de los impuestos, los sujetos activos y pasivos, los organos el objeto, la cuota, la base del impuesto, tarifa, catastro tributario, procedimiento, causa y fuente del impuesto.

2º. Los impuestos siempre deben establecerse en leyes, atendiendo a lo ya señalado para el artículo 31, fracción IV, y 73, fracción VII, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Nulla tributum sine lege No hay tributo sin ley.

Solo mediante actos formal y materialmente legislativos pueden establecerse las contribuciones En el ámbito federal sería la Ley de Ingresos de la Federación, la cual señala los siguientes impuestos federales:

· Impuesto sobre la renta

· Impuesto al activo

· Impuesto al valor agregado

· Impuesto especial sobre producción y servicios

· Impuesto sobre tenencia o uso de vehículos

· Impuesto sobre automóviles nuevos

· Impuesto sobre servicios expresamente declarados e interés público por Ley, en los que intervengan empresas concesionarias de bienes del dominio directo de la Nación

· Impuesto sobre rendimientos petroleros

· Impuestos al comercio exterior (a la importación y a la exportación) 

3º. Los impuestos deben ser proporcionales y equitativos.  Aún cuando la teoría tributaria menciona diversos principios que deben regir en materia de impuestos, como el de justicia, comodidad, economía, certidumbre, generalidad, etc., la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 31, fracción IV, señala que las contribuciones, rubro al que pertenecen los impuestos, deben ser proporcionales y equitativas.

Se entiende por proporcional cuando el monto a exigirse por concepto de gravamen fiscal atiende a la capacidad económica de las personas, es decir, en teoría significa que quien gana más, paga más. Esto queda inmediatamente desvirtuado en el caso del Impuesto al Valor Agregado, Impuestos a la Importación, entre otros, ya que la tasa es igual para todos quienes causan dichas contribuciones independiente de su capacidad de pago.  Quizá la proporcionalidad es más evidente en el caso de los causantes del Impuesto sobre la Renta donde la tasa aplicada atiende al principio de quien más gana, más paga.

Equitativo significa dar trato igual a los iguales, es decir, que quienes se encuentren en situación similar se les de trato similar. Lo anterior tampoco es exacto, simplemente cuando se aprecia que personas que demandan el mismo tipo de servicios y que conforme a la ley serían causantes del Impuesto al Valor Agregado, en una región están obligados a cubrir el 10% y en otra el 15%.

Lo anterior significa que existen impuestos proporcionales y equitativos, pero también proporcionales no equitativos, no proporcionales pero sí equitativos, así como los que no son ni proporcionales ni equitativos. Hay que hacer mención de la multiplicidad de casos controvertidos en las cortes debido a la interpretación y alcance de dichos términos, los cuales resultan subjetivos en base a las perspectivas de cada quien.

4º. La recaudación de los impuestos debe cubrir el gasto público, lo que significa que solo deben destinarse a cubrir todos los conceptos que lo conforman, como son los previstos en el Presupuesto de Egresos.

5º. Los impuestos se clasifican atendiendo a su naturaleza.  Entre las más importantes están los directos e indirectos, reales y personales, específicos y ad valorem , generales y especiales.

2.1.2 Derechos.


Cómo ya se mencionó, el Código Fiscal de la Federación en el artículo 2º. Fracción IV, define a los derechos como “son las contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho público, excepto las contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley Federal de Derechos. También son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado”.


El concepto de derecho establecido anteriormente sugiere la prestación de un servicio a título particular por una persona, y como tal, el cobro es sólo obligatoria a quien lo solicite, implicando que son servicios que únicamente el Estado puede proveerlos.  Ejemplo: pasaportes, permiso para el uso o explotación de bienes del dominio público de la nación (bosques, minas, zona federal marítimo terrestre, expedición de título de patente, marca, o derecho de autor, etc.).


A nivel federal, se encuentra en vigor la Ley Federal de Derechos, ordenamiento que establece los montos que por concepto del servicio prestado al particular debe cobrarse.  En el ámbito local las dependencias administrativas prestan servicios que causan el pago de derechos como licencias de manejo, copias certificadas de documentos, constancias de uso de suelo, etc. 

En el caso del cobro de los derechos por servicios prestados por el Estado, son aplicables los principios de proporcionalidad y equidad mencionados.

2.1.3 Contribución de mejoras.

La contribución de mejoras, doctrinalmente, pertenece al género de las contribuciones especiales. El Código Fiscal de la Federación las menciona como contribución de mejoras, mientras que algunos tratadistas le dan otros nombres, entre ellos el de impuesto de plusvalía, contribución especial, etc.

Dicha contribución se causa cuando el Estado realiza una obra pública de interés general  que beneficia directa o inmediatamente a un grupo de personas en localización aledaña a dicha obra (un mercado, etc.) o quienes generan un costo adicional en el gasto público (colonos de un fraccionamiento que requieren pavimentación o alumbrado, etc.).  El monto que deben cubrir es proporcional al beneficio que les proporciona la obra, y el monto a cubrirse debe ser el costo de la obra misma.

La obligación de cubrir la contribución de mejoras nace en el momento en que se obtiene el beneficio de la obra, por lo tanto su exigibilidad misma.

Las contribuciones de mejoras se generan principalmente en los niveles locales, salvo en el federal cuando se trata de obras públicas de infraestructura hidráulica.

2.1.4 Aportaciones de seguridad social.

Como su nombre lo sugiere, son aportaciones de personas físicas y morales con obligaciones en materia de seguridad social conforme al artículo 123, apartado A, fracciones XII,  XIV y XXIX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y también quienes reciban beneficios de seguridad social que proporciona el Estado a través del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado (ISSSTE), el Instituto del Fondo de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT), el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas (ISSFAM). Por tanto, este gravamen nace a raíz de una relación obrero patronal, o en algunos casos cuando las personas voluntariamente se afilian a cualquiera de dichos organismos para obtener asistencia de tipo social (seguro facultativo).

El beneficio que reciben los trabajadores del patrón es a través de cuotas que pueden ser recibidos en forma de servicios médicos o de vivienda, por ejemplo, pero también en numerario cuando se trata de indemnizaciones por accidentes o enfermedades profesionales.

En materia de aportaciones de seguridad social, la Ley de Ingresos de la Federación las clasifica de la siguiente forma:

· Aportaciones y abonos retenidos a trabajadores por patrones por el INFONAVIT.

· Cuotas para el IMSS a cargo de patrones y trabajadores.

· Cuotas para el SAR a cargo de los patrones.

· Cuotas para el ISSSTE para los burócratas.

· Cuotas para el ISSFAM a cargo de los militares.

2.2 ACCESORIOS 

Las contribuciones a que se ha hecho referencia (impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y aportaciones de seguridad social) son consideradas las aportaciones directas y principales de quienes realizan conductas tendientes a beneficiarse con los servicios públicos, obtener servicios particulares por parte del Estado, gozar de los beneficios derivados de la ejecución de una obra pública, o de usar los servicios asistenciales que otorga el Estado cuando se cubren las aportaciones de seguridad social.

Existen por otra parte, otras contribuciones que derivan de las que pueden considerarse principales y que son los accesorios.

Sobre el particular, el último párrafo del artículo 2º. del Código Fiscal de la Federación, dice: “los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y la indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del artículo 21 de este Código son accesorios de las contribuciones y participan de la naturaleza de éstas. Siempre que en este Código se haga referencia únicamente a contribuciones no se entenderán incluidos los accesorios, con excepción de lo dispuesto en el artículo 1o.”

Recargos, son las cantidades adicionales a la contribución principal que los contribuyentes, por ley,  deben cubrir cuando llegada la época de pago, éstos no lo efectúan en la forma y términos debidos.  Las cantidades a cubrirse serán debidamente actualizadas desde el momento de su generación hasta el de su pago, de acuerdo al comportamiento del Índice General de Precios al Consumidor según calculo del Banco de México 
 , dando por entendido, que en los términos del articulo 146, dicho accesorio, junto con la contribución de la cual derivan, se extinguen por prescripción en el termino de cinco años contados a partir de su acusación, siempre que no exista gestión de cobro.

Sanciones son las penalidades que se aplican por la realización de conductas por parte de los contribuyentes y otras personas (instituciones bancarias, terceros, contadores, etc.) cuando transgreden disposiciones de carácter administrativo en contra de los intereses del fisco, las cuales se traducen en multas de carácter pecuniario a favor de la autoridad, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o de otra índole en que se incurra.  

El Código Fiscal de la Federación, de los artículos 70 al 91 B, describe y califica  las infracciones, estableciendo las multas pecuniarias que corresponden a cada caso. A manera de ejemplo pueden citarse como infracciones las siguientes:  no darse de alta en el Registro Federal de Contribuyentes, no llevar los libros de contabilidad, no presentar declaraciones, entre otras mas.  

Gastos de ejecución, tal como el nombre lo indica, son las cantidades que los contribuyentes están obligados a cubrir al fisco cuando incurren en incumplimiento en el pago de las contribuciones y la autoridad inicia en su contra el procedimiento administrativo de ejecución.

El Código Fiscal de la Federación, en el articulo 150, clasifica los gastos de ejecución de la siguiente forma:

· Ordinarios, los que se originan durante las diligencias del requerimiento de pago, del embargo y del remate.

· Extraordinarios, los originados por avalúos, transportación de los bienes embargados, publicación de edictos y convocatorias, investigaciones de inscripción y cancelación de registro.

El monto por concepto de gastos de ejecución corresponde como mínimo al 2% del crédito fiscal, no debiendo de exceder de una cantidad especifica que se modifica periódicamente en base al Índice Nacional de Precios al Consumidor que calcula el Banco de México.

Indemnización es una cierta cantidad que el fisco le exige al contribuyente para resarcirlo del daño que le ocasiona cuando el obligado cubre su obligación con cheque de fondos insuficientes.  Al respecto el articulo 21 del Código Fiscal de la Federación establece lo siguiente:

 “El cheque recibido por las autoridades fiscales que sea presentado en tiempo y no sea pagado, dará lugar al cobro del monto del cheque y a una indemnización que será siempre del 20% del valor de este, y se exigirá independientemente de los demás conceptos a que se refiere este articulo.  Para tal efecto, la autoridad requerirá al librador del cheque para que, dentro del plazo de tres días, efectúe el pago junto con la mencionada indemnización del 20%, o bien, acredite fehacientemente, con las pruebas documentales procedentes, que se realizo el pago o que dicho pago no se realizo por causas exclusivamente imputables a la institución de crédito. Transcurrido el plazo señalado sin que se obtenga el pago o se demuestre cualquiera de los extremos antes señalados, la autoridad fiscal requerirá y cobrara el monto del cheque, la indemnización mencionada y los demás accesorios que correspondan, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, sin perjuicio de la responsabilidad que en su caso procediere.” 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia emitió la siguiente jurisprudencia:

Cheques, pagos al Fisco por medio de. Los artículos del Código Fiscal en los que se establece la obligación del contribuyente de indemnizar a la Secretaria de Hacienda con 20% cuando el instrumento no es pagado, son inconstitucionales al privar de la garantía de audiencia al contribuyente.  La obligación que tiene un contribuyente cuando libra un cheque a favor del Fisco, el cual sea presentado en tiempo, pero no pagado, generara a cargo del contribuyente la obligación de indemnizar a la hacienda pública, mediante el pago de la cantidad equivalente a 20% del valor de ese instrumento.  Ahora bien, resulta que, aun cuando el particular afectado pudiera demostrar que la falta de pago del mencionado título de crédito se produjo por causas ajenas a su voluntad, de cualquier forma este se encuentra obligado a resarcir al Fisco con el pago de la cantidad equivalente al porcentaje establecido, puesto que no existe ninguna salvedad de esta naturaleza, ni el artículo 23 del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 1982, ni en su correlativo artículo 21 del Código Tributario en vigor.  Consecuentemente, es incuestionable que los artículos citados que establecen la obligación de indemnizar al Fisco por un cheque no pagado violan el artículo 14 constitucional, toda vez que el contribuyente que se encuentre en la hipótesis prevista no tiene la oportunidad de demostrar que el daño que sufre el Fisco no se debe a causas que le sean imputables, lo que a su vez se traduce en un acto de privación que, consecuentemente, viola la garantía de audiencia.   Por jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, en febrero de 1994, pp. 11-12, se declaró inconstitucional este cobro del 20%, cuando no es imputable al contribuyente.

2.3 INGRESOS NO TRIBUTARIOS

Es importante apuntar que tanto los productos, los aprovechamientos y los empréstitos referidos en este apartado no se encuentran comprendidos dentro del rubro de las contribuciones, sin embargo si se ubican en el contexto general de los ingresos que obtiene el Estado por otras fuentes, para el cumplimiento de sus fines.

2.3.1 Productos.  

De conformidad al artículo 3º. del Código Fiscal de la Federación, los productos son las contraprestaciones por los servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho privado, así como por el uso, aprovechamiento o enajenación de bienes del dominio privado. 

Al respecto, hay que recordar dos cosas:

1.-  La teoría del Derecho Administrativo respecto a la doble personalidad del Estado, por la cual se le reconoce como una entidad dual.  Por una parte, actúa como ente de Derecho Publico realizando actos de autoridad unilaterales, imperativos y coercitivos, y por la otra, se sitúa en el nivel del particular en cuyo caso los actos que efectúa se regulan por las disposiciones del Derecho Privado.  De tal suerte que el Estado puede celebrar contratos de compraventa, de arrendamiento, de donación, etc., sujetándose a la jurisdicción de los tribunales judiciales en casos de controversias.

2.- En base a lo dispuesto en la Ley General de Bienes Nacionales, los bienes del dominio privado de la Federación son:  


a) Las tierras y aguas no comprendidas en el artículo 2º. De la Ley General de bienes Nacionales, que sean susceptibles de enajenación a los particulares.


b) Los bienes nacionalizados conforma a la fracción II del articulo 27 constitucional, que no se hubieren construido o destinado a la administración, propaganda o enseñanza de un culto religioso.


c) Los bienes ubicados dentro del Distrito Federal y territorios (sic) considerados por la legislación común como vacantes.


d) Los bienes que hayan formado parte de corporaciones u organismos de carácter federal, que se extingan.


e) Los bienes muebles al servicio de los Poderes de la Unión, no comprendidos en la fracción X del artículo 2º. de la Ley General de Bienes Nacionales.


f) Los demás inmuebles y muebles que por cualquier título adquiera la Federación (artículo 3º. de la Ley General de Bienes Nacionales.


Se tiene, entonces, que productos son que el Fisco obtiene cuando realiza actos de derecho privado con los particulares en relación a los bienes del dominio privado que corresponden a la Federación.

2.3.2 Aprovechamientos

El artículo 3º. del Código Fiscal de la Federación define a los aprovechamientos como los ingresos que percibe el Estado por funciones de derecho publico distintos de las contribuciones, de los ingresos derivados de financiamientos y de los que otorguen los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal.

Carrasco Iriarte 
 menciona los artículos 25, 266, 267 y 267-A del Código Financiero del Distrito Federal, donde el concepto, destino y forma de recaudación de los aprovechamientos a favor del Fisco del Distrito Federal resulta mas precisa en cuanto a su contenido y alcance.

2.3.3. Empréstitos.

Zorrilla Arena 
 define empréstito como el “préstamo o crédito que se realiza entre corporaciones, empresas, Estado e instituciones financieras.  La suma de los empréstitos ... que recibe el Estado se llama deuda pública...”

Carrasco Iriarte 
 define empréstito como el “ingreso al que recurre el Estado para hacer gastos urgentes o imprevistos”.

Los préstamos o empréstitos los puede recibir el Estado de los entes privados, de otros países o de organizaciones internacionales como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Interamericano de Desarrollo, entre otros y constituye un ingreso no tributario importante cuyo pago se contempla en los presupuestos de gastos del país.  El pago puntual de los empréstitos reafirma su buen crédito ante la comunidad internacional.

CAPITULO III

3. OBLIGACIÓN TRIBUTARIA   

3.1 DEFINICIÓN


El concepto de “obligación tributaria” tiene su origen en el concepto de “obligación” que se conoce en el Derecho Civil.

De Pina 
 cita a Borja Soriano quien define obligación como “la relación jurídica establecida entre dos personas, por la cual una de ellas, (llamada deudor), queda sujeta para otra (llamada acreedor), a una prestación o a una abstención de carácter patrimonial que el acreedor puede exigir del deudor.

Si se toma en consideración que el artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala a los mexicanos 
 como los obligados a contribuir a favor de la Federación, Estados, Municipios y el Distrito Federal, entonces, solo haciendo una sustitución en cuanto a los sujetos, se tendría que:

La obligación tributaria, en un concepto amplio, es el vínculo jurídico que constriñe a dos personas, en la que el Fisco, como acreedor, tiene la facultad de exigir del contribuyente, o deudor, el cumplimiento de una contraprestación.  En el caso de la obligación tributaria, ésta no tiene solo una implicación pecuniaria (dar), sino también de otra índole (hacer, no hacer y tolerar).

Nacimiento. La obligación tributaria nace cuando un individuo realiza una conducta que la ley fiscal señala como generadora de un crédito fiscal.

El artículo 6º. del Código Fiscal de la Federación consigna que: “las contribuciones se causan conforme se realizan las situaciones jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que ocurran ... ”

Hecho imponible y hecho generador. 

De la Garza 
 señala lo siguiente: “la hipótesis de incidencia o presupuesto, o hecho imponible, es primeramente la descripción de un hecho, es la formulación hipotética, previa y genérica, contenida en la ley, es un mero concepto necesariamente abstracto...”
Respecto a hecho generador, el mismo autor señala que ”dada la existencia del presupuesto de hecho o hecho imponible, es necesaria la realización en concreto, producirse en el mundo fenoménico, en forma exactamente coincidente con la hipótesis, para que nazca la obligación concreta de pagar el tributo a un determinado ente público”.

Carrasco Iriarte 
 , mencionando a Araujo Falcao, define al hecho generador como el conjunto de hechos o el estado de hecho, al cual el legislador vincula el nacimiento de la obligación jurídica de pagar determinado tributo”.  

En otras palabras significa que en una ley fiscal existe la descripción de una situación hipotética, y se requiere que un individuo realice una conducta que se adecue a dicha descripción para que nazca la obligación tributaria.  


Ejemplo: la Ley Aduanera en su artículo 1º. señala “que están obligados al cumplimiento de las citadas disposiciones quienes introducen mercancías al territorio nacional o las extraen del mismo, ya sean sus propietarios, poseedores, destinatarios remitentes apoderados agentes aduanales o cualesquiera personas que tengan intervención en la introducción extracción custodia, almacenaje, manejo y tenencia de las mercancías o en los hechos o actos mencionados en el párrafo anterior”.   Si algún individuo realiza la conducta que se describe en abstracto en dicha disposición, entonces nace su obligación de cubrir los impuestos a la importación o exportación, de acuerdo a la acción que hubiese realizado, y por ende, se somete a las prevenciones de la Ley Aduanera.

Es conveniente mencionar que el nacimiento de la obligación tributaria no conlleva en forma inmediata su exigibilidad, ya que conforme a cada ley reguladora de  la situación de que se trate, se establecen épocas de pago de las contribuciones en forma diferente. Algunas son exigibles al momento de su causación como en las importaciones o exportaciones, y otras se difieren en el tiempo como el impuesto sobre la renta.

Respecto a la exigibilidad de pago, o época de pago de la contribución, el artículo 6º. del propio Código Fiscal de la Federación establece lo siguiente:

“Las contribuciones se pagan en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas. a falta de disposición expresa el pago deberá hacerse mediante declaración que se presentará ante las oficinas autorizadas, dentro del plazo que a continuación se indica: 

- Si la contribución se calcula por períodos establecidos en ley y en los casos de retención o de recaudación de contribuciones, los contribuyentes, retenedores o las personas a quienes las leyes impongan la obligación de recaudarlas, las enteraran a más tardar el día 17 del mes de calendario inmediato posterior al de terminación del período de la retención o de la recaudación, respectivamente. 

- En cualquier otro caso, dentro de los 5 días siguientes al momento de la causación...”


Clasificación de la obligación tributaria.  Esta se clasifica tal como lo efectúa la doctrina de Derecho Civil, en dar, hacer, no hacer y tolerar.


Dar.-  La obligación de dar a cargo del contribuyente, consiste en proporcionar una contraprestación la cual se constituye en forma de numerario o especie. Ejemplo: pagar el monto de la obligación.


Hacer.- En este tipo de obligaciones está implícita la realización de una conducta que las leyes fiscales exigen a cargo del contribuyente en atención a la contribución causada o giro al que se dedique.  Ejemplos: darse de alta en el Registro Federal de Contribuyentes; presentar los avisos y expedir constancias; presentar declaraciones periódicas; llevar la contabilidad, entre otras.


No hacer.- Las obligaciones de no hacer tienen como finalidad principal la abstención para la realización de una conducta.  Por el contrario, de realizarse la conducta no permitida, el contribuyente se hace acreedor a las sanciones que el propio Código Fiscal de la Federación tipifica bajo las modalidades de infracciones o delitos, según proceda.


Las obligaciones de no hacer se distinguen porque el mandato que imponen está en sentido negativo en la propia ley.  Ejemplos:  No llevar doble juego de libros; no omitir el entero de contribuciones recaudadas o retenidas; no hacer uso de documentos falsos en que se hagan constar operaciones que no existen.


Hay que enfatizar la negatividad con que se imponen las obligaciones de no hacer, ya que hay casos en que puede existir confusiones, por ejemplo, el no pago de contribuciones no es una obligación de no hacer, sino que implica el incumplimiento a una obligación de dar.


Tolerar.-  Las obligaciones de tolerar implican la imposición de una actitud de pasividad a cargo del contribuyente u otros sujetos relacionados con la obligación tributaria, es decir, significa que los particulares permitan, sin que se violenten sus derechos, que la autoridad ejerza debidamente las facultades que las leyes fiscales le confieren.  Ejemplos: permitir la práctica de una visita domiciliaria;  permitir que dentro del procedimiento administrativo de ejecución, la autoridad ejecutora intervenga la caja de la negociación para garantizar un crédito fiscal; permitir la revisión de la contabilidad y su documentación, entre otras.

3.2 Los sujetos de la relación tributaria (artículo 31, fracción IV, constitucional).

En el momento en que nace la obligación tributaria con la realización de la conducta que una ley fiscal previene como generadora de un crédito fiscal, es el momento mismo en que nace la relación tributaria.

El artículo 31 constitucional, en su fracción IV, establece quiénes están obligados a cubrir las contribuciones y a favor de cuáles entidades públicas. Esta disposición a la letra dice:

“Son obligaciones de los mexicanos...

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del estado y municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes...”

Ya se hizo mención anteriormente que esta disposición se encuentra contenida en el capítulo que se refiere a los mexicanos, sin que ello implique que se excluyan a los extranjeros de la obligación de cubrir contribuciones si se encuentran en el supuesto de la ley fiscal, ya que el artículo 1º. del Código Fiscal de la Federación previene  que “las personas físicas y las morales están obligadas a contribuir para los gastos públicos conforme a las leyes fiscales respectivas”, sin que en esa disposición se hagan excepciones por razón de nacionalidad, género, edad, etc. 

En refuerzo de lo anterior, Rodríguez Lobato 
 menciona el Tratado de La Habana sobre la Condición Jurídica del Extranjero, de l928, donde se previene que los extranjeros están obligados a tributar y cumplir con sus obligaciones fiscales en las mismas condiciones que los nacionales.  Este tratado ha sido suscrito por México y aprobado por el Senado de la República.  Además, de conformidad al artículo 133, se convierte en un instrumento de observancia obligatoria.

Sujeto activo.-  El sujeto activo de la relación tributaria es el Fisco el que  dada la concurrencia de la potestad tributaria, puede ser federal (Secretaría de Hacienda y Crédito Público), estatal (secretaría de finanzas o como se denomine de acuerdo a la ley orgánica que los rija en cada estado), municipal (usualmente las tesorerías) o del Distrito Federal (tesorería del D.F.).

A las autoridades fiscales les corresponde la facultad de recaudar las contribuciones que se causen conforme se realizan los hechos generadores de las mismas, y habiendo incumplimiento, exigir coactivamente que sean cubiertas.

En algunos casos ciertos organismos públicos descentralizados pueden constituirse como autoridades fiscales, bajo el nombre de organismos fiscales autónomos. Ejemplos en el nivel federal pueden citarse, entre otros, al IMSS, INFONAVIT, ISSSTE, ISSSFAM.

De la Garza 
 clasifica a las autoridades fiscales como autoridades de determinación, administrativas, de vigilancia, de recaudación y de represión.

Sujeto pasivo. Este sujeto de la relación tributaria es a quien corresponde cumplir con la prestación a favor del sujeto activo.  Se le denomina contribuyente y puede serlo de cualquiera de los dos tipos que a continuación se indican:

a) Sujeto pasivo por adeudo propio, es quien de manera personal realiza la conducta generadora del crédito fiscal y la adecua a la hipótesis legal; también se le conoce como deudor principal.

b) Sujeto pasivo por adeudo ajeno, son aquellos a quienes el artículo 26 del Código Fiscal de la Federación los denomina “responsables solidarios”.
Los responsables solidarios, salvo un caso de la fracción VIII del citado numeral, no manifiestan su voluntad de obligarse con el deudor principal, sin embargo, se les impone la obligación de cumplir indistintamente ante el fisco en atención a su relación con el deudor principal por los actos en los que intervenga..

El citado artículo 26 del Código Fiscal de la Federación prescribe lo siguiente:

 “Son responsables solidarios con los contribuyentes: 

I. Los retenedores y las personas a quienes las leyes impongan la obligación de recaudar contribuciones a cargo de los contribuyentes, hasta por el monto de dichas contribuciones. 

II. Las personas que estén obligadas a efectuar pagos provisionales por cuenta del contribuyente, hasta por el monto de estos pagos. 

III. Los liquidadores y síndicos por las contribuciones que debieron pagar a cargo de la sociedad en liquidación o quiebra, así como de aquellas que se causaron durante su gestión.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la sociedad en liquidación cumpla con las obligaciones de presentar avisos y de proporcionar informes a que se refiere este código y su reglamento. 

La persona o personas cualquiera que sea el nombre con que se les designe, que tengan conferida la dirección general, la gerencia general, o la administración única de las personas morales, serán responsables solidarios por las contribuciones causadas o no retenidas por dichas personas morales durante su gestión, así como por las que debieron pagarse o enterarse durante la misma, en la parte del interés fiscal que no alcance a ser garantizada con los bienes de la persona moral que dirigen, cuando dicha persona moral incurra en cualquiera de los siguientes supuestos: 

a) No solicite su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes. 

b) Cambie su domicilio sin presentar el aviso correspondiente en los términos del reglamento de este código, siempre que dicho cambio se efectúe después de que se le hubiera notificado el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación previstas en este código y antes de que se haya notificado la resolución que se dicte con motivo de dicho ejercicio, o cuando el cambio se realice después de que se le hubiera notificado un crédito fiscal y antes de que este se haya cubierto o hubiera quedado sin efectos. 

c) No lleve contabilidad, la oculte o la destruya. 

IV. Los adquirentes de negociaciones, respecto de las contribuciones que se hubieran causado en relación con las actividades realizadas en la negociación, cuando pertenecía a otra persona, sin que la responsabilidad exceda del valor de la misma. 

V. Los representantes, sea cual fuere el nombre con que se les designe, de personas no residentes en el país, con cuya intervención éstas efectúen actividades por las que deban pagarse contribuciones, hasta por el monto de dichas contribuciones. 

VI. Quienes ejerzan la patria potestad o la tutela, por las contribuciones a cargo de su representado. 

VII. Los legatarios y los donatarios a título particular respecto de las obligaciones fiscales que se hubieran causado en relación con los bienes legados o donados, hasta por el monto de éstos. 

VIII. Quienes manifiesten su voluntad de asumir responsabilidad solidaria. 

IX. Los terceros que para garantizar el interés fiscal constituyan depósito, prenda o hipoteca o permitan el secuestro de bienes, hasta por el valor de los dados en garantía, sin que en ningún caso su responsabilidad exceda del monto del interés garantizado. 

X. Los socios o accionistas, respecto de las contribuciones que se hubieran causado en relación con las actividades realizadas por la sociedad cuando tenía tal calidad, en la parte de interés fiscal que no alcance a ser garantizada con los bienes de la misma, siempre que dicha sociedad incurra en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la fracción III de este artículo, sin que la responsabilidad exceda de la participación que tenía en el capital social de la sociedad durante el período o a la fecha de que se trate. 

XI. Las sociedades que, debiendo inscribir en el registro o libro de acciones o partes sociales a sus socios o accionistas, inscriban a personas físicas o morales que no comprueben haber retenido y enterado, en caso de que así proceda, el impuesto sobre la renta causado por el enajenante de tales acciones o partes sociales o, en su caso, haber recibido copia del dictamen respectivo. 

XII. Las sociedades escindidas, por las contribuciones causadas en relación con la transmisión de los activos, pasivos y de capital transmitidos por la escindente, así como por las contribuciones causadas por ésta última con anterioridad a la escisión, sin que la responsabilidad exceda del valor del capital de cada una de ellas al momento de la escisión. 

XIII. Las empresas residentes en México o los residentes en el extranjero que tengan un establecimiento permanente en el país, por el impuesto que se cause por el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes y por mantener inventarios en territorio nacional para ser transformados o que ya hubieran sido transformados en los términos del articulo 1o. de la Ley del Impuesto al Activo, hasta por el monto de dicha contribución. 

XIV. Las personas a quienes residentes en el extranjero les presten servicios personales subordinados o independientes, cuando éstos sean pagados por residentes en el extranjero hasta el monto del impuesto causado. 

XV. La sociedad que administre o los propietarios de los inmuebles afectos al servicio turístico de tiempo compartido prestado por residentes en el extranjero, cuando sean partes relacionadas en los términos de los artículos 64-a y 74 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, hasta por el monto de las contribuciones que se omitan. 

XVI. (derogado) 

XVII. Los asociados, respecto de las contribuciones que se hubieran causado en relación con las actividades realizadas por el asociante mediante la asociación en participación, cuando tenían tal calidad, en la parte del interés fiscal que no alcance a ser garantizada por los bienes de la misma, siempre que la asociación en participación incurra en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la fracción III de este artículo, sin que la responsabilidad exceda de la aportación hecha a la asociación en participación durante el período o a la fecha de que se trate. 

La responsabilidad solidaria comprenderá los accesorios, con excepción de las multas. Lo dispuesto en este párrafo no impide que los responsables solidarios puedan ser sancionados por los actos u omisiones propios”. 



Los responsables solidarios vienen a asegurar el cumplimiento de la obligación tributaria cuando por la naturaleza de los actos que se realicen, exista un riesgo de que el deudor principal no cumpla con su obligación, particularmente cuando éstos tienen su residencia en el extranjero.


Terceros.  Se constituyen como tales las personas a quienes solo la ley les impone la obligación de tolerar, sin que en ningún momento tengan que responder solidariamente por el cumplimiento de la prestación a favor del fisco, pero sí pueden ser sancionados en los casos de no cumplir con las cargas que la ley les señala.  El tercero de la relación tributaria puede ser, por ejemplo, el empleado de una negociación en el momento en que se practica alguna diligencia en el domicilio fiscal del contribuyente principal. En tal caso, su obligación es permitir el acceso al lugar y a los documentos en donde consten los actos a constatarse por parte de la autoridad.

3.3 DETERMINACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA

La determinación y la liquidación de las contribuciones son dos momentos tan cercanos que en la práctica se les menciona con indistinción. 

Para Rodríguez Lobato 
 , la determinación de la obligación fiscal es “la constatación de la realización del hecho imponible o existencia del hecho generador”.  Por otra parte, el mismo autor define a la liquidación como “la precisión de la deuda en cantidad líquida”, es decir, corresponde al monto de la obligación a cubrirse, la cual se obtiene aplicando la tasa o arancel (%) a la base gravable (valor del bien o del acto realizado).

De lo anterior puede apreciarse que en primer término es menester ubicar el momento en que se genera el crédito fiscal (determinación), y posteriormente precisar el monto del mismo (liquidación).

Ejemplo:  Si va a importarse del extranjero una televisión con valor de $3,000 (base gravable), solo se le aplica el arancel (24%).  La cantidad que resulta, $720, es la cantidad a que asciende el impuesto a la importación a cubrirse (liquidación).

El artículo 6º. del Código Fiscal de la Federación señala que “corresponde a los contribuyentes la determinación de las contribuciones a su cargo, salvo disposición expresa en contrario.”

Lo anterior significa que dado que el contribuyente posee la información y documentación respecto de sus actividades, y partiendo del principio de buena fe, se le otorga el derecho de determinar y liquidar sus contribuciones en la forma y dentro de los plazos que las leyes fiscales consignan.  
3.3.1        LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA DE DETERMINACIÓN POR PARTE DE LA AUTORIDAD.

El artículo 6º. del Código Fiscal de la Federación transcrito con anterioridad, señala que en primer término es el particular quien debe determinar sus contribuciones, sin embargo, deja la posibilidad que en ciertos casos la autoridad pueda llevar a cabo dicha determinación:

a) Cuando la ley fiscal así lo consigna.- En este caso puede citarse el artículo 82 de la Ley Aduanera en vigor que a la letra dice: “la autoridad aduanera determinará las contribuciones relativas a las importaciones y exportaciones y, en su caso, las cuotas compensatorias cuando se realicen por vía postal”.

b) Por omisión del contribuyente.  En este supuesto, la autoridad fiscal determina las contribuciones a cargo del contribuyente cuando éste no lo realiza en la forma y términos en que deba hacerlo; o cuando la autoridad ejerce sus facultades de comprobación y aprecia que el particular no hizo debidamente la determinación  que inicialmente le correspondía.

La determinación a cargo de la autoridad puede hacerse con base cierta cuando tiene todo el soporte documental y la información suficiente para hacerlo.   O bien, puede hacerlo presuntivamente (artículo 55 del Código en comento) en base a indicios como declaraciones anteriores o fórmulas establecidas en las leyes fiscales.
Cuando compete a la autoridad realizar la determinación de las contribuciones del particular, por cualquiera de las dos causas anteriormente señaladas, deberá hacerlo a través de un acto de autoridad contenido materialmente en una “resolución administrativa de determinación de contribuciones”.

La resolución que emita la autoridad fiscal debe cumplir con los siguientes requisitos:

“Artículo 38.- Los actos administrativos que se deban notificar deberán tener por lo menos los siguientes requisitos: 

I. Constar por escrito. 

II. Señalar la autoridad que lo emite. 

III. Estar fundado y motivado y expresar la resolución, objeto o propósito de que se trate. 

IV. Ostentar la firma del funcionario competente y, en su caso, el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigido. Cuando se ignore el nombre de la persona a la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación. 

Si se trata de resoluciones administrativas que determinen la responsabilidad solidaria se señalará, además, la causa legal de la responsabilidad”. 

Los actos de las autoridades fiscales se presumen legales en virtud de haber sido emitidos por autoridades representativas del poder público que deben ajustar su actuación al principio de la buena fe, en cabal cumplimiento del mandato para la procuración del bien común y el respeto al estado de derecho. Sin embargo, se requiere de que transcurra el término legal sin que haya impugnación, o que habiéndola, no se declare su ilegalidad formalmente, para que entonces el acto presuntamente legal se convalide, adquiera fuerza obligatoria y surta sus efectos plenamente.

3.3.2  LA DECLARACIÓN FISCAL A CARGO DEL CONTRIBUYENTE  


Se dijo anteriormente que en un inicio la determinación de las contribuciones corresponde al propio contribuyente.


En términos generales el instrumento utilizado para tal fin es la declaración fiscal, la cual podemos definir como el informe que rinde el contribuyente a la autoridad fiscal, respecto de sus actividades, y dentro de un ejercicio fiscal determinado.


El artículo 32 del Código Fiscal de la Federación, respecto a este instrumento, consigna lo siguiente: “las declaraciones que presenten los contribuyentes serán definitivas y solo se podrán modificar por el propio contribuyente hasta en tres ocasiones (mediante declaraciones complementarias), siempre que no se haya iniciado el ejercicio de las facultades de comprobación”.  Esta última disposición no opera en los casos de que la modificación de la declaración definitiva arroje saldos a favor del fisco, en términos del propio numeral en comento.


En relación a la fecha de presentación de las declaraciones, el propio Código en su artículo 31 dispone que “cuando las disposiciones fiscales no señalen plazo para su presentación, se tendrá por establecido el de quince días siguientes a la realización del hecho de que se trate”. 

4.- LA EXTINCIÓN DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA

4.1 PAGO

Una vez que el contribuyente o autoridad en su caso, han realizado la determinación y liquidación del crédito fiscal, procede el pago, tan pronto se presente la época de pago.


El pago es la forma de liberar una deuda y se considera la más perfecta en relación a otras formas de extinción.

Carrasco Iriarte 
 define el pago “como la entrega de la cosa o cantidad debida, o la prestación del servicio que se hubiese prometido”.

El pago puede ser en numerario o en inusuales casos, en especie.  Puede ser de contado o pactarse en parcialidades. Puede ser en efectivo o en cheque.  La forma no tiene importancia como lo tienen los tipos de pago a que hace referencia tanto la ley como la doctrina, entre ellos:

Pago liso y llano.-  No implica ninguna particularidad, sino que se cubre el crédito sin objeciones ni complicaciones.  No necesariamente cubre el monto total, ya que puede haber pago liso y llano que sea parcial.

Pago definitivo.- A diferencia del pago liso y llano, éste sí extingue la obligación en forma contundente.

Pago bajo protesta.-  Carrasco Iriarte 
 lo defino como él que realiza el particular sin estar de acuerdo con el crédito fiscal que se le exige, y que se propone impugnar a través de los medios de defensa legalmente establecidos por considerar que no debe total o parcialmente dicho crédito”.

Actualmente nuestro Código ya no lo consigna como lo hacía el de 1966 que aludía en forma expresa a esta figura.

Al respecto, el referido autor cita las siguientes  jurisprudencias:

Pago bajo protesta.  Tiene este carácter el que se realiza después de interponer un recurso administrativo.  Se debe considerar pago bajo protesta el que efectúan los particulares después de haber interpuesto algún recurso administrativo, siempre que a la oficina receptora se entregue copia del escrito y se solicite la suspensión del procedimiento ejecutivo.  No es indispensable que se exprese la fórmula de que el pago se hace bajo protesta, porque lo relevante resulta precisamente de que el pago no implique consentimiento con la resolución base del crédito, requisito que se satisface claramente con la interposición previa del recurso. Revisión 287/72, resuelto el 3 de mayo 1973, por 15 contra 2.

Pago bajo protesta efectuado por un tercero. No implica consentimiento del crédito por el deudor. El pago que efectúa bajo protesta un tercero para liberar al deudor no puede implicar el consentimiento con la resolución que origina dicho pago bajo protesta, puesto que los efectos jurídicos del mismo son precisamente la inconformidad del contribuyente en relación con el crédito fincado, no siendo óbice para lo anterior que el pago condicionado lo haya realizado un tercero.  Revisión 274/69, resuelta el 5 de junio 1970. por unanimidad.

Pago en anticipo.-  Es el pago parcial que se entera a cuenta al Fisco sobre cantidades que ya de antemano fueron determinadas para el ejercicio en curso.  Ejemplo, el impuesto predial.

Pago en garantía.-  Es el que el contribuyente cubre para asegurar el cumplimiento de una obligación tributaria, por ejemplo, cuando interpone medios de defensa, debe garantizar el crédito fiscal para impedir la ejecución del mismo.

Pago provisional.-  Al igual que el de anticipos, son parcialidades que se enteran a cuenta al fisco sobre de cantidades que no han sido determinadas de antemano para el ejercicio fiscal en curso.  Ejemplo, el impuesto sobre la renta.

Pago espontáneo.-  Se libera del pago de multas cuando el contribuyente en forma espontánea cubre la obligación, no obstante estar fuera de la época de pago.  Procede siempre que no se hayan iniciado las facultades de comprobación por parte de la autoridad fiscal.  Sobre el particular, el artículo 73 del Código Fiscal de la Federación previene que ”no se impondrán multas cuando se cumplan en forma espontánea las obligaciones fiscales fuera de los plazos señalados por las disposiciones fiscales o cuando se haya incurrido en infracción a causa de fuerza mayor o de caso fortuito”.  El citado numeral señala los casos en que no se considera formulado un pago en forma espontánea.

Pago de lo indebido.-  En ocasiones el contribuyente cubre cantidades no adeudadas o cuyo monto es menor al exigido debido a que existe un acto de autoridad que así se lo demanda.  En ese caso, el artículo 22 del Código le establece un procedimiento para que solicite la devolución a que tenga derecho más los intereses generados, dentro de un plazo de cinco años contados a partir de haberse efectuado dicho pago indebido.

Pago extemporáneo.-  Como ya indicamos, las contribuciones tienen una época de pago (artículo 6º. del Código) dentro de las cuales el crédito debe ser satisfecho.  Si llegada la fecha para cubrir el pago, éste no se realiza, pero el contribuyente lo hace sin coacción fuera de ese plazo legal, entonces se convierte en un pago extemporáneo.  

Éste puede ser por prórroga, sin que se generen recargos, cuando la autoridad discrecionalmente extiende el plazo para pagar la deuda, como acontece usualmente en el caso del impuesto sobre uso y tenencia de automóviles. También puede ser un pago extemporáneo por mora del contribuyente, en cuyo caso está obligado a cubrir los recargos generados desde que la obligación se hizo exigible.

4.2 COMPENSACIÓN

Conforme a la materia civil, la compensación tiene lugar “cuando dos personas reúnen la calidad de deudores y acreedores recíprocamente y por su propio derecho”. 

En el caso de la materia fiscal, como se apuntó anteriormente, el sujeto activo es el fisco a quien le compete la facultad de exigir el cobro de las contribuciones a cargo del sujeto pasivo quien está obligado a cubrirlas.

En el caso de la compensación fiscal, para que los sujetos de la relación tributaria puedan ser acreedor y deudor, recíprocamente,  es necesario que el contribuyente tenga un saldo a favor derivado de un pago de lo indebido para que se pueda configurar la figura de la compensación, en cuyo caso, el contribuyente tiene frente al Fisco, el carácter de acreedor por el pago en demasía efectuado. Si el susodicho contribuyente continúa realizando hacia el futuro los hechos que generaron la contribución en demasía, entonces, a su vez, el fisco es acreedor además de deudor.  En un ejemplo puede decirse que si X pagó en el año 2000 una cantidad en demasía al fisco por concepto de impuesto sobre la renta, éste es su deudor de X, pero si X sigue generando la misma contribución para el 2001, entonces es también deudor del fisco. 

La compensación en materia fiscal se encuentra regulada en los artículos 22 y 23 del Código Fiscal de la Federación.  Este último dice: “los contribuyentes obligados a pagar mediante declaración podrán optar por compensar las cantidades que tengan a su favor contra las que estén obligados a pagar por adeudo propio o por retención a terceros, siempre que ambas deriven de una misma contribución, incluyendo sus accesorios...”   El citado numeral señala “que  se entenderá que es una misma contribución si se trata del mismo impuesto, aportación de seguridad social, contribución de mejoras o derecho”. 

Cuando la compensación se refiere a contribuciones de la misma naturaleza, entonces, conforme al artículo 23 del citado código, la autoridad fiscal puede compensar de oficio las autoridades fiscales podrán compensar de oficio las cantidades que los contribuyentes estén obligados a pagar por adeudos propios o por retención a terceros cuando estos sean objeto de una sentencia ejecutoriada o sean firmes por cualquier otra causa, contra las cantidades que las autoridades fiscales estén obligadas a devolver al mismo contribuyente en los términos de lo dispuesto en el artículo 22, aún cuando la devolución ya hubiera sido solicitada. En este caso se notificará personalmente al contribuyente la resolución que efectúe la compensación”. 

Las contribuciones que tienen distinta naturaleza y fin, pueden también compensarse en los términos del artículo 23 del multicitado ordenamiento cuando “las cantidades que tengan a su favor los contribuyentes no derivan de la misma contribución por la cual están obligados a efectuar el pago, podrán compensar dichos saldos en los casos y cumpliendo los requisitos que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público establezca mediante reglas de carácter general. Independientemente de lo anterior, tratándose de contribuyentes que dictaminen sus estados financieros en los términos de este Código, aquellos podrán compensar cualquier impuesto federal a su favor contra el impuesto sobre la renta del ejercicio a su cargo y el impuesto al valor agregado del ejercicio a su cargo, excepto el causado por operaciones de comercio exterior, siempre que cumplan con los requisitos establecidos por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante reglas de carácter general“.

El contribuyente tiene 5 años, contados a partir de que se haya realizado el pago de lo indebido, para solicitar la devolución o compensación correspondiente.  Transcurrido dicho plazo sin efectuar la solicitud, prescribe su derecho para así hacerlo. 

Asimismo, puede haber compensación de créditos y deudas entre Federación y los de estados, municipios, Distrito Federal, organismos descentralizados o empresas de participación estatal mayoritarias (salvo las sociedades nacionales de crédito).

4.3 PRESCRIPCION

La prescripción, para el Derecho Fiscal, es una forma de extinción de las obligaciones fiscales a cargo del contribuyente por el transcurso del tiempo.  En este caso el efecto de la prescripción es liberatoria de la obligación.

Carrasco Iriarte 
 señala que “la prescripción puede definirse, desde el punto de vista doctrinal, como la fijación de un término de extinción de las obligaciones, y tiene por finalidad servir a la seguridad general del derecho y a la paz jurídica”.

Al respecto, el artículo 146 del Código Fiscal de la Federación establece que:

“El crédito fiscal se extingue por prescripción en el término de cinco años. El término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como excepción en los recursos administrativos. El término para que se consuma la prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento expreso o tácito de este respecto de la existencia del crédito. Se considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que se haga del conocimiento del deudor”. 

Carrasco Iriarte 
  cita la siguiente tesis:

Interrupción de la prescripción.  En los términos del artículo 146 del Código Fiscal de la Federación, las gestiones de cobro realizadas dentro del procedimiento administrativo de ejecución interrumpen la prescripción, siempre y cuando se hagan éstas del conocimiento del deudor, pero dicha notificación debe realizarse en forma personal y no únicamente mediante la publicación en un periódico, a causa de que si se conoce el domicilio fiscal del deudor, en los términos de lo dispuesto por el artículo 10 del Código Fiscal de la Federación, las autoridades fiscales deberán practicar las diligencias en ese domicilio (fiscal de los contribuyentes o en el que se hubiera designado como domicilio fiscal), pues para que la notificación le pare perjuicio al deudor se requiere ignorar su domicilio.  Revisión 266/87, resuelta en sesión del 16 de junio de 1989, por unanimidad de 8 votos.  Magistrado ponente”Genaro Martínez Moreno.  Secretario: Celestino Herrera Gutiérrez.

Rodríguez Lobato 
 cita a Margáin Manautou, quien justifica la prescripción de la siguiente manera: “Si el fisco ha satisfecho plenamente su presupuesto, falta la razón para que indefinidamente subsista su derecho a percibir cantidades que se previeron como necesarias en períodos anteriores y correlativamente debe sancionarse la negligencia de los particulares al no reclamar oportunamente la devolución de lo pagado indebidamente, por lo tanto, en bien del orden público  y de la seguridad y certeza en las relaciones del Estado con los contribuyentes, el derecho de la autoridad fiscal para determinar o exigir prestaciones tributarias y la obligación de las mismas autoridades para restituir las pagadas o cubiertas indebidamente, se extinguen por prescripción”.

El artículo 146 comentado ha disipado la controversia en torno al momento en que inicia el término para la prescripción al señalar que ”el término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el pago pudo ser legalmente exigido”.

Para que se declare que el crédito fiscal se ha extinguido por prescripción, se requiere que el contribuyente solicite a la autoridad la declaratoria correspondiente, según lo señala el último párrafo del artículo 146 del Código Fiscal en comento, mediante un escrito simple en el que debe, al menos, expresar los requisitos del artículo 18 del mismo ordenamiento.

Hay que aclarar que para que opere la prescripción en el caso de los delitos fiscales, no son aplicables los plazos anteriores, sino los relativos a la materia penal.

4.4 CADUCIDAD

Rodríguez Lobato 
 define a la caducidad como ‘la extinción de las facultades de la autoridad hacendaria para determinar la existencia de obligaciones fiscales, liquidarlas, exigir su pago, o bien para verificar el cumplimiento o incumplimiento de las disposiciones fiscales y sancionar las infracciones cometidas”.

El artículo 67 del Código establece que las facultades de las autoridades fiscales para determinar las contribuciones omitidas y sus accesorios, así como para imponer sanciones por infracciones a dichas disposiciones, se extinguen en el plazo de cinco años, señalando los supuestos en cada caso.  El plazo de la caducidad puede extenderse hasta diez años cuando el contribuyente no haya solicitado su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes, no lleve la contabilidad, o por no haber presentado alguna declaración de ejercicios anteriores, estando obligado a ello.  Para los responsables solidarios señalados en el artículo 26, fracción III del Código, el plazo para que opere la caducidad, será de tres años.

El plazo de la caducidad se suspende al interponerse un recurso administrativo, juicio o cuando la autoridad fiscal ejerza sus facultades de comprobación (artículo 42, fracciones II, III y IV del Código).

4.5 CONDONACION

Puede definirse a la condonación como el perdón de la deuda del contribuyente por parte de la autoridad fiscal.

Por regla general, exigir el cumplimiento de las obligaciones a cargo del deudor es una facultad que en principio es irrenunciable, sin embargo, por excepción y debido a circunstancias extraordinarias, el fisco puede proceder a autorizar la remisión o perdón de la deuda.

La naturaleza jurídica de la condonación es que se trata de una facultad discrecional de la autoridad fiscal, o sea, la autoridad basándose en parámetros establecidos en la propia ley, podrá eximir del pago a los contribuyentes que se encuentran dentro de esos supuestos.  De igual manera, al ser una facultad discrecional, el contribuyente no puede exigir que una deuda le sea condonada, y por lo tanto, no constituye instancia (no impugnable).

La autoridad puede condonar contribuciones o multas.

La condonación de contribuciones está regulada en el artículo 39, fracción I, del Código Fiscal de la Federación que establece lo siguiente:

“Artículo 39.- El Ejecutivo Federal mediante resoluciones de carácter general podrá: 

I. Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones y sus accesorios, autorizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades, cuando se haya afectado o trate de impedir que se afecte la situación de algún lugar o región del país, una rama de actividad, la producción o venta de productos, o la realización de una actividad, así como en casos de catástrofes sufridas por fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias...”

Condonación de multas.  A diferencia de la condonación de contribuciones en donde las causas para que ésta proceda se encuentran especificadas en el artículo transcrito anteriormente, en la condonación de multas, las circunstancias del caso se aprecian discrecionalmente por parte de la autoridad, ya que la ley no alude a cuales son las situaciones que merecen privilegiarse con la condonación. 

Sobre el particular, el artículo 74 del Código Fiscal de la Federación dispone lo siguiente:

“La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá condonar las multas por infracción a las disposiciones fiscales, inclusive las determinadas por el propio contribuyente, para lo cual apreciará discrecionalmente las circunstancias del caso y, en su caso, los motivos que tuvo la autoridad que impuso la sanción. 

La solicitud de condonación de multas en los términos de este artículo, no constituirá instancia y las resoluciones que dicte la Secretaría de Hacienda y Crédito Público al respecto no podrán ser impugnadas por los medios de defensa que establece este Código”. 

Es importante enfatizar que la solicitud de condonación presupone que el contribuyente causó ya sea la contribución o la multa; en el caso de estar en desacuerdo con las mismas, debe recurrir al recurso de revocación o al juicio de nulidad y no a la condonación. Dicho de otra forma, quien no debe nada, no tiene porqué pedir perdón, sino exponer sus motivos para desvirtuar la deuda.

4.6 REMATE

El remate per se no puede explicarse fuera de su contexto, es decir, del procedimiento administrativo de ejecución.

Cuando un contribuyente ya tiene determinada y liquidada la cantidad que debe cubrir por concepto de la contribución generada, así como establecida debidamente la época en la cual debe cumplir con su obligación, está en la posición de satisfacer dicho crédito a través del pago.  En el caso de no hacerlo, la autoridad fiscal inicia en su contra el procedimiento administrativo de ejecución.

Para los efectos de este capítulo, se entiende por procedimiento administrativo de ejecución el conjunto de actos que lleva a cabo el fisco para exigir coactivamente el cumplimiento de las obligaciones a cargo de los contribuyentes cuando éstas no se han satisfecho dentro de las épocas de pago establecidas en la propia ley fiscal.

Al darse el incumplimiento de la obligación, la autoridad fiscal inicia el procedimiento administrativo de ejecución, con un requerimiento de pago, el cual debe cumplir con todos los requisitos legales, y en el caso de que no se cubra en ese momento el monto exigido, la autoridad (ejecutora) procederá a embargar ya sea bienes o negociaciones del contribuyente incumplido (ejecutado) y posteriormente al remate.

Carrasco Iriarte 
 define al remate como “el conjunto de actos jurídicos que permiten a la autoridad realizar la venta forzada de bienes para satisfacer una obligación”.

El remate procede, en términos del artículo 180 del multicitado ordenamiento:

· A partir del día siguiente a aquel en que se hubiese fijado la base en los términos del artículo 175 del Código Fiscal de la Federación.

· En los casos de embargo precautorio a que se refiere el artículo 145 de mismo Código, cuando los créditos se hagan exigibles y no se paguen al momento del requerimiento.

· Cuando el embargado no proponga comprador dentro del plazo a que se refiere la fracción I del artículo 192 del Código. 

· Al quedar firme la resolución confirmatoria del acto impugnado, recaído en los medios de defensa que se hubieren hecho valer. 

Para proceder al remate de bienes, debe practicarse el avalúo correspondiente.  Al  respecto el Código establece lo siguiente:

“Artículo 175.- La base para enajenación de los bienes inmuebles embargados será el de avalúo y para negociaciones, el avalúo pericial, ambos conforme a las reglas que establezca el reglamento de este Código y en los demás casos, la que fijen de común acuerdo la autoridad y el embargado, en un plazo de seis días contados a partir de la fecha en que se hubiera practicado el embargo. a falta de acuerdo, la autoridad practicara avalúo pericial. en todos los casos, la autoridad notificará personalmente al embargado el avalúo practicado...”. 

La cantidad mínima para el remate será la que cubra las dos terceras partes del valor fijado al cual se le denomina postura legal, en términos del artículo 179  del Código Fiscal de la Federación.

Para que concurran postores al remate, deben publicarse convocatorias, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 176:

“El remate deberá ser convocado al día siguiente de haber quedado firme el avalúo, para que tenga verificativo dentro de los treinta días siguientes. La publicación de la convocatoria se hará cuando menos diez días antes del remate. 

La convocatoria se fijará en el sitio visible y usual de la oficina ejecutora y en los lugares públicos que se juzgue conveniente. 

En el caso de que el valor de los bienes exceda de una cantidad equivalente a cinco veces el salario mínimo general de la zona económica correspondiente al Distrito Federal, elevado al año, la convocatoria se publicará en uno de los periódicos de mayor circulación de la entidad federativa en la que resida la autoridad ejecutora, dos veces con intervalo de siete días. La última publicación se hará cuando menos diez días antes de la fecha del remate”. 

Las personas interesadas en concurrir al remate (postores), deben presentar un escrito, de conformidad con el artículo 182 del Código Fiscal de la Federación.

“Artículo 182.- El escrito en que se haga la postura deberá contener: 

I. Cuando se trate de personas físicas, el nombre, la nacionalidad y el domicilio del postor, y en su caso, la clave del registro federal de contribuyentes; tratándose de sociedades, el nombre o razón social, la fecha de constitución, la clave del registro federal de contribuyentes y el domicilio social. 

II. La cantidad que se ofrezca y la forma de pago”.

Además de los requisitos anteriores, el postor debe acompañar al escrito de postura, un certificado de depósito por el diez por ciento, cuando menos, del valor mencionado en la convocatoria, expedido por institución de crédito autorizada para tal efecto. El depósito garantizará el cumplimiento de las obligaciones que contraigan los postores por las adjudicaciones que se les hagan de los bienes rematados. Acto seguido al fincamiento del remate y previa orden de la autoridad ejecutora, se devolverán los certificados de depósito a los postores que no hayan sido señalados como adjudicados, excepto el que corresponda al admitido, cuyo depósito continuará como garantía del cumplimiento de su obligación y como parte del precio de venta. 

En el supuesto de que el postor en cuyo favor se hubiera fincado un remate no cumple con las obligaciones contraídas perderá el importe del depósito que hubiere constituido y se aplicará en favor del fisco federal y se reanudarán las almonedas.

Si no hay postores o no se adjudica el bien en primera almoneda, se convocará por única vez para una segunda deduciendo un 20% de la base o valor señalado en primer término.

No habiendo adjudicación en primera o segunda almoneda, entonces se considerará, en términos del artículo 191 del Código que “el bien fue enajenado en un 50% del valor del avalúo, aceptándose como dación en pago para el efecto de que la autoridad pueda adjudicárselo, enajenarlo o donarlo para obras o servicios públicos, o a instituciones asistenciales o de beneficencia autorizadas conforme a las leyes de la materia”. 

El producto del remate, ya sea en primera o segunda almoneda, o la dación en pago, se destinan a cubrir el crédito fiscal.  Pueden embargarse más bienes si no se cubre la deuda, o en caso de haber remanente, se le devuelve al ejecutado o se pone a disposición de una autoridad para que se entregue a quien manifieste su derecho al respecto.
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